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PROYECTO DE LEY No.                          DE 2010  

	“Por la cual se implementa la Defensoría Técnica para la Fuerza Pública”
EL CONGRESO DE COLOMBIA

D E C R E T A:

TITULO I. 

DISPOSICIONES GENERALES

ARTICULO 1. FINALIDAD-  El Servicio de Defensoría Técnica para la Fuerza Pública  tiene como finalidad proveer a sus miembros en servicio activo, retirados o pensionados, acceso oportuno, integral, gratuito, especializado, ininterrumpido y técnico de una adecuada representación en su defensa desde el momento en que sea notificado o advierta que en su contra se adelanta una investigación.
ARTÍCULO 2. COBERTURA-  La presente ley se aplicará a los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo, retirados o pensionados, por conductas realizadas directa e indirectamente en cumplimiento de un deber constitucional,  legal, por razón del servicio y/o en cumplimiento de las funciones propias del cargo asignado, cuyo conocimiento corresponda a jurisdicciones nacionales e internacionales en cada una de sus instancias.

PARAGRAFO: En aquellos procesos que se encuentren en curso a la vigencia de la presente ley se respetará el derecho de defensa a  los miembros de la Fuerza Pública en los términos aquí señalados. 
ARTÍCULO 3. FUNCIONAMIENTO.  En el Ministerio de Defensa Nacional funcionará con carácter permanente, un Fondo Cuenta,  con recursos que se podrán incorporar en la Ley de presupuesto. Así mismo,  se podrán  recaudar aportes de cooperación nacional e Internacional, aportes voluntarios de personas naturales o jurídicas y demás contribuciones que permita la ley, con la finalidad de asumir el servicio de defensoría técnica para la Fuerza Pública.   
PARAGRAFO: La Ejecución de los recursos del Fondo Cuenta se efectuará para el cumplimiento de los fines previstos en la presente ley y estará bajo la responsabilidad del Ministerio de Defensa Nacional, con fundamento en los criterios de oportunidad, celeridad, transparencia, agilidad, eficacia y eficiencia.
ARTÍCULO 4. INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA:   El servicio de Defensoría Técnica para la Fuerza Pública, se prestará de manera autónoma e independiente de la línea de mando de la Fuerza Pública.
TITULO II. 

ORGANIZACION Y FUNCIONAMIENTO. 

ARTÍCULO 5. ORGANIZACIÓN Y CONTROL. El servicio de Defensoría Técnica para la Fuerza Pública está organizado, controlado y supervisado administrativamente por el Ministerio de Defensa Nacional ejercido bajo las políticas que rigen la administración pública. 
ARTÍCULO 6. PRESTACIÓN DEL SERVICIO. Para la prestación del servicio de Defensoría Técnica de la Fuerza Pública, el Ministerio de Defensa Nacional, podrá vincular y o contratar a una o varias organizaciones privadas o a hacerlo directamente en los términos y condiciones establecidos en la presente ley. 
ARTÍCULO 7.  INVESTIGADORES, TÉCNICOS, AUXILIARES Y PERITOS.   Para coadyuvar en la prestación del servicio de Defensoría Técnica para la Fuerza Pública,  se podrán vincular los investigadores, técnicos,  auxiliares,  peritos,  organizaciones científicas de investigación criminal y demás personas naturales o jurídicas idóneas requeridas para una adecuada defensa. 
TITULO III
DEFENSORES DE LA FUERZA PUBLICA
ARTÍCULO 8. DEFENSORES PARA LA FUERZA PÚBLICA. Los defensores  se vincularán al servicio, conforme a lo previsto en la presente ley.
ARTÍCULO 9. REQUISITOS MÍNIMOS. Establézcanse los siguientes requisitos mínimos para los defensores:
1. Título de abogado

2. Tarjeta profesional

3. Título de especialización en alguna de las siguientes áreas:   derecho penal, derecho procesal, derecho disciplinario, derecho sancionatorio,  derecho probatorio o derecho administrativo

4. Experiencia profesional mínima de 4 años en el ejercicio del derecho.

5.  Estudio de Seguridad Personal 
ARTICULO 10. DERECHOS, DEBERES Y OBLIGACIONES DEL DEFENSOR.
Los derechos, deberes y obligaciones de los defensores para la Fuerza Pública serán los consagrados en la Ley 1123 de 2007 y demás normas que rijan la materia
TITULO IV
DE LOS INVESTIGADORES,  TÉCNICOS Y DEMAS PROFESIONALES AL SERVICIO DE DEFENSORÍA PARA LA FUERZA PÚBLICA
ARTÍCULO 11. INVESTIGADORES,  TÉCNICOS  Y DEMAS PROFESIONALES AL SERVICIO DE DEFENSORIA PARA LA FUERZA PÚBLICA-Son aquellos vinculados mediante contrato de prestación de servicios para la consecución de los fines previstos en la presente ley.
TITULO V

DE LOS CONSULTORIOS JURÍDICOS. 
ARTICULO 12. CONSULTORIOS JURÍDICOS. Los estudiantes de los consultorios jurídicos de las facultades de derecho de las Universidades legalmente reconocidas en el país, apoyarán la prestación del servicio de Defensoría para la Fuerza Pública, de conformidad con los convenios que se suscriban entre la Dirección de la Defensoría y la respectiva universidad. 
TITULO VI. 

DISPOSICIONES FINALES. 

ARTÍCULO 13. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. Esta Ley deroga las normas que le sean contrarias, incluyendo la ley 1224 de 2009. 


	


GABRIEL SILVA LUJÁN

Ministro de Defensa Nacional

EXPOSICION DE MOTIVOS

El objeto del presente Proyecto de Ley es garantizarle a la Fuerza Pública el derecho fundamental al debido proceso y específicamente una debida y adecuada Defensa Técnica en materia penal y disciplinaria, conforme a lo establecido en el Artículo 29 de la Constitución Política. 

No resulta éticamente procedente argumentar como justificación  de este  proyecto la defensa de los miembros de la Fuerza Pública activos o retirados, por conductas ilícitas o reprochables cometidas en servicio activo, cuyo conocimiento corresponda a los organismos judiciales y administrativos del orden nacional y los que tengan jurisdicción en el ámbito internacional.

Lo anterior en razón a que la esencia misma de las Fuerzas Militares conforme la Constitución Política, no es precisamente trasgredir la normatividad que rige los Derechos Humanos y el DIH, por el contrario el respeto y garantía de los ellos constituyen la premisa fundamental y la razón de ser de los mismos pues en estos casos la Institución Castrense es consciente de que el responsable de ilícitos que no guarden relación con los actos del servicio debe por sí mismo asumir las consecuencias o en su defecto acudir a las entidades del Estado competentes para que de oficio le asigne un defensor. 

Por el contrario, se considera que la justificación de tan importante proyecto se encuentra plasmada en los diferentes Tratados Internacionales que obligan al Estado Colombiano adecuar su normatividad y garantizar a todos los habitantes del territorio colombiano el uso efectivo del derecho humano al debido proceso como son: 

La Declaración  Universal de los Derechos Humanos de 1948 “…Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia penal.” Articulo 11º “1. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa.  2. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueron delictivos según el Derecho nacional o internacional. Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito”.

La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre Artículo XXVI “Derecho a un proceso regular. Se presume que todo acusado es inocente, hasta que se pruebe que es culpable. Toda persona acusada de delito tiene derecho a ser oída de forma imparcial y pública, a ser juzgada por tribunales anteriormente establecidos de acuerdo con leyes preexistentes y a que no se le imponga penas crueles, infamantes o inusitadas.” 
La Convención Americana sobre Derechos Humanos, artículo 8º “…..d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor. e). derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley.”

Constitución Política (artículo 29), establece que quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento.  

Adicional a lo anterior, la Corte Constitucional en sus diferentes pronunciamientos jurisprudenciales ha reiterado el derecho al debido proceso, y el derecho a la defensa como premisas fundamentales de la dignidad humana y el desarrollo de un proceso judicial. 

GABRIEL SILVA LUJÁN

Ministro de Defensa Nacional
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